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PALABRAS PREVIAS A LA SEGUNDA EDICIÓN

			El manual con el que modestamente un grupo de profesores del área de Derecho Internacional Público de las Facultades de Derecho de las Universidades de Málaga y Sevilla pretendimos ofrecer una herramienta útil de trabajo a los alumnos en el año 2015 ve hoy por fin cumplidos sus objetivos con esta nueva edición. Aquel bloque de temas relativos a las funciones del Derecho internacional contemporáneo que sólo parcialmente, y en relación a dos temas insoslayables y directamente conectados —arreglo pacífico de controversias y uso de la fuerza— fue atendido, ha sido finalmente completado, como era nuestro declarado propósito desde el principio.

			Y digo atendidos, pero no plenamente satisfechos. Si ya en el prólogo a la primera edición expresaba mi insatisfacción y en ocasiones impotencia por la situación en la que en la Universidad de Málaga afrontamos la docencia de nuestra disciplina, hoy, tras una dura discusión sobre nuevos planes de estudio, no podemos sino reaccionar al desaliento de ver cómo, tal vez por la presión de la nueva visión, misión y estrategia de la universidad española, o bien por la falta de todas ellas, el Derecho internacional público ha vuelto a quedar cercenado, aunque se nos haya generosamente permitido ofrecer una optativa (Derecho Internacional II, o parte especial) con el que podríamos completar la enseñanza de un núcleo mínimo e irrenunciable de contenidos de la misma que el alumno que realmente quiera ser no solo jurídicamente culto, sino también competitivo, debe conocer.

			Poco o nada se parece lo que aquí tanto ha debido sintetizarse —pues nada más podemos explicar en los créditos establecidos— a lo que en nuestra licenciatura tuvimos la ocasión de estudiar, discutir y aprender. Decía nuestro maestro, el profesor Rodríguez Carrión, en la última edición de sus Lecciones de Derecho Internacional Público, que «Parece como si el Derecho internacional no sirviera ya para nada. No, el Derecho internacional, pese a las mordazas a que se le somete, sigue igual de vivo, igual de necesario en su permanente labor civilizadora». Efectivamente, afortunadamente sigue vivo —aunque hora amordazado adicionalmente por los créditos ECTS— para que los alumnos entiendan cuestiones como el Brexit, el ascenso de los populismos y los extremismos en Europa, la crisis humanitaria en el Mediterráneo, la descomposición de Estados como Libia o Siria, la intervención armada en países como Yemen, la mediación para la desaparición de las FARC, la justicia penal internacional y su deriva, el cambio climático y sus consecuencias, derechos y obligaciones que pesan sobre nosotros como Estado ribereño, o el recobrado interés por el espacio ultraterrestre.

			No comprender la necesidad del alumno de conocer, comprender y aprehender los contenidos esenciales del Derecho internacional contemporáneo es, sencillamente, extraerle de la vida cotidiana, cercenarle su futuro, limitar a una visión provinciana la comprensión del mundo en su conjunto, además del mundo jurídico. A esa comprensión, y de la forma más pedagógica posible, hemos dedicado los nuevos capítulos añadidos en esta nueva edición, enriquecidos además con las aportaciones de queridos y expertos compañeros que se incorporan a esta obra, que han sabido completar con su visión profesional los contenidos teóricos que se echaban en falta en una obra que va dirigida en primer lugar a los alumnos, pero también a cualquier jurista que pretenda comparar la razón de ser de muchas de nuestras normas.

			Málaga, 11 de febrero de 2019

			—Día internacional de la Mujer y la Niña en la Ciencia—

		

	
		
			
PRÓLOGO

			En 1982 desembarcaba en la Universidad de Málaga un joven catedrático procedente de Granada-Madrid-Sevilla, firmemente decidido a hacer del Derecho Internacional Público la asignatura más apasionante, más absorbente y también más divertida de cuantas se enseñaban en la antigua Facultad de Derecho de El Palo, su querido barrio.

			En cinco años ya había acometido la tarea de fijar, de la forma más completa y sistemática posible, lo que para él eran contenidos esenciales e irrenunciables de la disciplina, preocupado como estaba ante todo por acercar los alumnos a «su» asignatura de la forma más pedagógica posible. Así nacieron en 1987 sus Lecciones de Derecho Internacional Público en forma de apuntes publicados por el Servicio de Publicaciones de la Universidad de Málaga, en tres volúmenes (I. Parte General; II. Funciones del Derecho Internacional; III. Mantenimiento de la Paz y Seguridad Internacionales) que su dedicación y su experiencia convertirían poco a poco en ese magnífico manual que son las Lecciones de Derecho Internacional Público que la editorial Tecnos ha publicado en seis ediciones consecutivas; sin duda éstas constituyen un verdadero tratado de Derecho Internacional Público en línea con los volúmenes dedicados a la sistematización de esta materia en nuestro país a lo largo de los años ochenta y noventa del siglo XX, con el que se formaron miles de juristas en diversas universidades españolas.

			Sin embargo, con el inicio del nuevo siglo el uso de todos estos tratados comenzó a conocer un declive inevitable marcado por el ritmo de reformas en la Universidad. Ello le convenció de la necesidad de reducir la extensión de las Lecciones para responder, primero, a las necesidades docentes, pedagógicas y metodológicas de los llamados «grupos piloto», ensayo de lo que sería la realidad que se nos vendría encima después con el nuevo Grado en Derecho. Con la llegada de éste, su manual extenso, exhaustivo, crítico, maduro y culto con el que todos nosotros habíamos crecido académicamente, y que atendía a una asignatura obligatoria anual de 9 créditos, con clases teóricas diarias y una práctica semanal, impartida a alumnos de tercer año de carrera, resultaba demasiado grande. Pero fue sin duda la temprana desaparición de su autor en 2009 la que nos ha privado de disfrutar de unas nuevas Lecciones perfectamente adaptadas a la nueva realidad. Sirvan estas palabras pare rendir el homenaje de todos los autores a la persona y magisterio de Alejandro J. Rodríguez Carrión; el homenaje que el destino no nos permitió ofrecerle en vida, no así nuestro agradecimiento y admiración, que tuvimos la suerte de expresarle en los muchos años de convivencia que la vida nos regaló.

			Parece fuera de toda duda que el estudio del Derecho Internacional Público presenta en general para el alumno un triple interés social, académico y científico. También lo parece el hecho de que, sean cuales sean las reformas universitarias habidas o por venir, los objetivos de la docencia del Derecho Internacional Público hoy no distan en absoluto de lo que con simplicidad magistral ya expusieron el Instituto de Derecho Internacional en su sesión de 1993, o incluso antes el juez LACHS en la década de los ochenta: el interés formativo o hacer conocer el Derecho Internacional, el interés pedagógico o hacer comprender el Derecho Internacional, y el interés ideológico o axiológico, o hacer creer en el Derecho Internacional. Con ello tampoco se trata de hacer una evocación nostálgica y profesión de fe de que cualquier tiempo pasado fue mejor, sino simplemente poner de manifiesto que estas revolucionarias conquistas estaban desde hace mucho tiempo en la mente y en la metodología de los internacionalistas, y que perduran, más por la convicción que por la imposición, aunque constreñidas ahora, eso sí, a moldes, cuantificaciones y reducciones que contagian una enorme rigidez a la actividad docente.

			En España el Derecho Internacional Público es una disciplina casi exclusivamente universitaria. El escaso espacio que dedican los programas de enseñanza secundaria o bachillerato a esta materia —tan sólo en el marco de una asignatura efímera en la que se abordaban algunas organizaciones internacionales o la protección de los derechos humanos— hace que el alumno tenga conocimiento real de ella prácticamente sólo cuando accede a los estudios universitarios. Este hecho condiciona de manera muy importante tanto el nivel de los contenidos a impartir como los procedimientos para hacerlo.

			Además, la articulación en cuatrimestres/semestres de las asignaturas de los planes del Grado, pero sobre todo el hecho de que la «normativa de Bolonia» signifique una reducción del número de horas de clases presenciales en beneficio de las clases prácticas y otras actividades, obliga a seleccionar muy bien los contenidos fundamentales por parte del profesor y a convertir la clase presencial en una introducción o guía para las tareas personales que debe realizar el alumno. Este hecho implica que el profesor debe planificar su asignatura no sólo pensando en la clase magistral sino en el conjunto de posibilidades que ofrecen las tutorías, las prácticas y el trabajo personal del alumno, y que las clases magistrales teóricas deben organizarse en íntima conexión con aquéllos.

			En todo caso no renunciamos a recordar e insistir en que el hecho de que el profesor tenga una labor tutorial más acusada o preponderante en el nuevo sistema del EEES en ningún caso debe redundar en una disminución de las exigencias respecto de los conocimientos que el alumno debe justificar y demostrar al final del cuatrimestre en la evaluación final. El hecho de haber pasado a trabajar, en lugar de con alumnos de tercer curso, con una experiencia previa notable de lo que suponen los estudios universitarios, a impartir docencia a alumnos de primer curso de carrera que aún tienen dificultades en entender lo que los estudios universitarios suponen en términos, entre otros, de esfuerzo, responsabilidad, constancia y participación, supone sin duda un obstáculo adicional. Y todo ello además con la dificultad añadida de convencer a unos alumnos descreídos y escépticos respecto de la eficacia o incluso la utilidad del Derecho Internacional, como bien recordaba con gracia otro querido maestro, el profesor Juan Antonio Carrillo, en su Curso de Derecho Internacional, como «si la medicina se relacionara exclusivamente con la enfermedad y no con la salud».

			En la actualidad, en la Universidad de Málaga el Derecho Internacional Público constituye una asignatura cuatrimestral de 6 créditos, con tres horas semanales de enseñanza teórica y 18 horas de clases prácticas en el conjunto del cuatrimestre, conforme al grado de experimentalidad reconocido a nuestra rama de conocimiento, de carácter voluntario para el alumno —a pesar de la filosofía del conocido como sistema de Bolonia— y a impartir a estudiantes de primer año de carrera, una realidad que no dista en exceso de la de otras universidades españolas. De hecho, hay escenarios aún más complejos: planes de estudio que han acordado la docencia del Derecho de la Unión Europea aún antes que la del Derecho internacional público, esto es, antes de estudiar en profundidad qué es una organización internacional con carácter general. En esta situación, y dado lo exiguo del tiempo, impartimos con la mayor dignidad y mejor voluntad un programa de mínimos en comparación con tiempos pasados, para el que nuestro querido manual del profesor Rodríguez Carrión se ha quedado grande.

			El libro que el lector tiene en sus manos trata de responder de la forma más adecuada, más pedagógica y más eficaz posible a esa realidad, con la experiencia acumulada tras la implantación del nuevo sistema desde el curso académico 2010-2011, sin perder por ello la conexión profunda con nuestras raíces, con aquellas lecciones que todos nosotros interiorizamos en nuestros estudios de licenciatura y aún doctorado, o en nuestras oposiciones.

			Y es que los que leímos los ejercicios de cátedra de Alejandro Rodríguez Carrión sabemos bien de su pasión por la historia y la contextualización sociológica del Derecho Internacional. Son huellas que están muy presentes en su manual, y que en el caso de la historia del Derecho Internacional y la sociedad internacional, componen un capítulo introductorio exhaustivo, si no único, ilustrativo de su saber, e imperecedero. Por eso estábamos convencidos de la necesidad de manternerlo en el nuevo manual —gracias a la generosidad de Jacobo y Jeza— como una introducción de lujo (Parte I) a los contenidos que se abordan en los capítulos que le suceden, pero también como una forma de evocar su presencia en nuestra dedicación profesional.

			Éste, como suele suceder con todos, es un manual inacabado. No sólo porque el Derecho en general y el Derecho Internacional en particular se encuentren en constante evolución, cuando no mutación, sino también porque un manual no es sino el resultado de una larga maduración de conceptos y de una dilatada reflexión, que sólo tras su explicación en la práctica a sucesivas promociones de alumnos y de un meditado análisis de los resultados obtenidos, se aproxima a su forma definitiva. En este caso tan sólo se han abordado la parte general de la disciplina, relativa a los sujetos, fuentes y aplicación del Derecho internacional Público contemporáneo (Partes II, III y IV), así como aquella parte esencial de la asignatura y tan querida para Alejandro como es el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, que aborda el arreglo pacífico de controversias y el uso de la fuerza (Parte V). Se ha aplazado, pues, el tratamiento de las funciones del Derecho internacional público a la futura revisión a la que sin duda esta primera versión de las nuevas Lecciones de Derecho Internacional Público se someterá, convencidos como estamos de que hemos dado hoy lo mejor de nosotros mismos, pero que, con certeza, lo mejor está aún por venir. En lo que hace a las cuestiones formales se han seguido las directrices que tan buen resultado han dado en el Curso de Derecho de la Unión Europea en la que algunos de nosotros hemos participado, por lo que se han evitado en lo posible citas a pie de página que supongan la incorporación del discurso en el texto, tratándose de una obra destinada especialmente a la formación de los alumnos, y ofreciendo una breve bibliografía específica al final de cada capítulo que permita al estudiante profundizar en las cuestiones abordadas en la lección correspondiente si así lo desea o lo necesita.

			Es evidente que este nuevo manual, aún inconcluso, es muchas cosas: un recuerdo emocionado, un tributo merecido, un relevo generacional, un afán de mejora, un esfuerzo sincero a favor del alumno —cada vez menos amante por cierto de los libros— y un agradecimiento a aquellos que nos guiaron por esta senda y a nuestros compañeros de viaje, en particular de Magdalena Martín y Eloy Ruiloba, de los que tanto aprendemos día a día.

			Málaga, 8 de marzo de 2015

			—Día Internacional de la Mujer—

			LOS AUTORES
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			PARTE I

			
INTRODUCCIÓN AL DERECHO INTERNACIONAL CONTEMPORÁNEO

		

	
		
			LECCIÓN 1.ª

			
DERECHO INTERNACIONAL Y SOCIEDAD INTERNACIONAL

			
I. COMPRENSIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO INTERNACIONAL1


			
1. EL DERECHO INTERNACIONAL COMO EXPERIENCIA HISTÓRICA


			El término Derecho internacional público fue utilizado por primera vez por el británico BENTHAM, en 1780, como forma de distinción frente al Derecho nacional. Sustituía al término ius gentium o ius inter gentes que durante largo tiempo fue el nombre usual para referirse a esta disciplina jurídica y que fuera incorrectamente tomado del Derecho romano. En Derecho romano el término ius gentium era la contraposición al ius civile y aludía a un derecho común a todos los hombres, deducible de la razón natural. Con él se pretendían regular las relaciones en las que las partes no eran ciudadanos romanos, lo que hacía difícil la aplicación del ius civile a unas relaciones que exigían la utilización de unas normas jurídicas menos complejas que las de éste. El término sería recogido en la Edad Media y conceptualizado por la Escuela Española del Derecho internacional, pese a que, por su objeto, hoy habría que identificar el ius gentium romano más con el Derecho internacional privado que con el Derecho internacional público. En efecto, el verdadero Derecho internacional público romano sería el ius feciale, en cuyo cuerpo se contenían las leyes relativas a las embajadas, a los tratados y al derecho de guerra. Incluso para una cuestión tan simple, como es la de su denominación, el recurso a la historia nos resulta ineludible.

			Si en las ciencias jurídicas la referencia a la historia es un dato insoslayable, refiriéndose a nuestra disciplina en particular ha escrito AGUILAR NAVARRO Que «el Derecho internacional es el más histórico de todos los derechos: su dependencia de las circunstancias sociales es extremada; peca acaso de una auténtica servidumbre en que se encuentra con relación a los acontecimientos históricos. La sociedad internacional es una sociedad en formación; el Derecho internacional es un Derecho en proceso de gestación: de una se dice que es primitiva; de otro se afirma que es rudimentario. Faltos de contemplación histórica, el Derecho internacional resulta incomprensible; ya su mismo concepto es el resultado de una lenta elaboración científica». Cualquier intento de explicar esta disciplina, incluso en su estructura básica, es baldío sin esa referencia continua a la historia. Todo tratamiento histórico, sin embargo, plantea algunas interrogantes metodológicas que es necesario contestar con carácter previo para evitar equívocos innecesarios.

			Es decisiva la cuestión de cuál deba considerarse el inicio de la historia del Derecho internacional. Mientras para unos el momento clave sería el de las primeras sistematizaciones del concepto, la primera elaboración doctrinal, lo que apuntaría a la Escuela Española de Derecho Internacional, a la racionalización sugerida por GROCIO y sus continuadores o incluso al racionalismo positivista del siglo XIX, para otros llevaría razón el profesor TRUYOL cuando afirma que «el Derecho internacional surge en cuanto se establecen relaciones de estabilidad y permanencia entre grupos humanos con poder de autodeterminación y sustentados por planteamientos éticos o políticos». Lógica consecuencia de esta afirmación será hablar del Derecho internacional en épocas más pretéritas, con referencias incluso a los Imperios del Antiguo Oriente, hasta entroncar con las grandes civilizaciones de China, India y Grecia. No faltan estudios que han puesto de manifiesto los antecedentes remotos de estas distintas culturas, o de algunas más cercanas, en las instituciones actuales del Derecho internacional.

			Pero si insistimos en la idea de relaciones entre comunidades políticas autónomas estaremos apuntando a un requisito subsiguiente y es el dato de que ninguna de ellas tenga la capacidad o la creencia en un derecho, divino o de otra índole, a regir las relaciones con las otras entidades. En este sentido, en épocas pasadas, la existencia de imperios globales llevaba a la creencia de que las normas que regulaban las relaciones con otros entes eran normas sólo convenientes para la preservación de la hegemonía del imperio, pero la violación de sus reglas no resultaba sancionada cuando dicha vulneración era necesaria para la preservación del imperio. En realidad, el Derecho internacional, como lo conocemos actualmente, sólo fue posible tras la proclamación de la igualdad soberana de las entidades políticas existentes, proclamación que, con toda puridad, al menos para el conjunto de Estados de nuestro entorno, se produce con ocasión de los Tratados de Westfalia, que pusieron fin a las guerras europeas de religión, proclamado el derecho de cada Estado a elegir por sí mismo, sin aceptar la posibilidad de intervención superior de ninguna otra autoridad.

			Al situar, en esta hipótesis, el nacimiento del Derecho internacional a mediados del siglo XVII, abonamos sin dudar la idea de un origen europeo del Derecho internacional. No es que no existieran otros mundos —piénsese en los Imperios del Extremo Oriente o en el cercano Imperio Otomano—, sino que las reglas existentes eran exclusivamente aplicadas al mundo europeo, mientras que con el resto de las entidades políticas las reglas eran las de la simple conveniencia o necesidad. En otros términos, los Estados europeos, canon de la legalidad, podían permitirse el lujo de la razón del poder para imponer sus criterios en otros territorios, estuvieran o no organizados de forma política semejante a la europea.

			La observación es importante en la medida en que ayude a desechar una visión eurocéntrica de la sociedad internacional. En 1828, GUIZOT, consciente de la pluralidad de civilizaciones existentes en el mundo, justificaba el exclusivo tratamiento de la civilización en Europa: salvo la europea, afirmaba, todas las civilizaciones han sido de una enorme simplicidad. Esto les ha permitido un rápido y vigoroso despliegue, pero la creación de la simplicidad tiende a agotarse, estacionarse y caminar rápidamente hacia la decadencia. Sin embargo en Europa todo parece variado, confuso y tormentoso; jamás el dominio de una sola idea, con lo que se ha hecho incomparablemente más rica: su avance nunca ha sido rápido, pero su progreso no se ha detenido. Por ello, «la civilización europea ha entrado, si se permite decirlo, en la eterna verdad, en el plan de la Providencia, y camina según las vías de Dios. En el principio racional de su superioridad».

			Con una u otra justificación, considerar a Europa como el centro de la civilización y la historia de Europa como Historia, ha sido tema recurrente en la mayoría de los historiadores. Por supuesto el Derecho internacional no se marginó en la tendencia. Ciertamente pueden encontrarse una serie de justificaciones, pudiendo señalarse dos como condicionantes. De un lado, sólo la moderna historia se ha preocupado de encontrar los antecedentes de nuestra civilización: parecíamos surgidos de Grecia, y la propia Grecia como fenómeno peculiar ex novo. Más allá sosteníase inoperante cualquier investigación. Lógicamente, consecuencia y causa, a la vez, del desinterés por otras civilizaciones, esa despreocupación motivó un escaso y discontinuo conocimiento de las demás. Las contadas noticias que se tienen de otras experiencias no permiten afirmar a éstas como unidades, sino antecedentes aislados asistemáticos. Frente al sistemático estudio de Europa, las restantes culturas resultaban pobres, simples y escasamente dignas de estudio. Finalmente, no hemos de olvidar que la cultura europea, en todas sus plasmaciones, ha sido hegemónica. La misma historia, pues, parecía afirmar que esa hegemonía, frente a culturas sojuzgadas, no podía sino revelar la decisiva importancia de aquélla y el carácter periférico de éstas. La civilización europea, en cierto sentido, subsumía a cualquier otro fenómeno cultural.

			Entre 1918 y 1922 aparece la obra de Oswald SPENGLER, La decadencia de Occidente, y con ella toda una nueva perspectiva en el estudio de la historia en virtud del rechazo de lo que él llamó concepción ptolomeica de la historia y aceptación de la concepción copernicana. Ya no existirá una civilización central rodeada de la constelación periférica, sino que cada cultura constituye una experiencia única: la misión del historiador consistirá en desvelar las diversas peculiaridades de cada una para comparar las distintas civilizaciones y establecer, definitivamente, lo que de peculiar y común exista en su conjunto. Posiblemente la obra de Spengler no hubiera llegado a marcar un absoluto giro en las concepciones históricas si el británico TOYNBEE no se hubiera planteado la necesidad de adjuntar un bagaje empírico a la obra esencialmente filosófica. Él mismo confiesa haberse sentido profundamente influenciado por SPENGLER Y haberse preguntado cuál sería el resultado si al estudio omnicomprensivo y teórico de SPENGLER se añadía el gusto por lo concreto y empírico de la mente anglosajona. El resultado sería A Study of History. TOYNBEE encontrará veintiuna civilizaciones diferentes, todas susceptibles de comparación a través de tres grupos de modelos: el modelo del nacimiento, crecimiento y decadencia. El mito europeo quedará, así, definitivamente desbancado.

			Pero, sin embargo, será necesariamente eurocéntrica toda exposición histórica del Derecho internacional, en la medida en que ha sido en las diferentes culturas europeas, desde los antiguos imperios de Oriente Medio, donde se ha producido una filosofía de la política como expansión. Frente a las civilizaciones japonesa, china o india, en las que la salida o expansión era concebida como una traición a la propia civilización, todas las culturas que han nacido en las márgenes del mar Mediterráneo han medido su fuerza y su vigor en la capacidad para expandirse más allá de sus propios límites conocidos. De ahí que cada cultura europea, en su fiebre expansionista, haya llevado el germen de destruir, aunque fuera asimilándola o contaminándose con ella, las culturas diferentes; ha existido, al menos hasta la Edad Media, e incluso más acá, la creencia de que toda relación internacional está presidida por la idea de que las relaciones entre entidades políticas independientes son relaciones asimétricas: «la necesidad de desarrollar tal sistema jurídico general entre iguales nunca surgió en los tiempos antiguos porque siempre hubo sólo un limitado número de instituciones suficientemente organizadas como para llamarlas Estados en terminología moderna», como acertadamente ha escrito MOSLER. En otras palabras, cada una de las civilizaciones pretéritas tenía una visión hegemónica de sí misma y consideraba que las necesarias relaciones con sus vecinos no estaban fundamentadas en ideas de igualdad, sino en la de supremacía absoluta, lo que impedía el surgimiento de un sistema jurídico de relaciones entre los pueblos.

			Como justificación del esfuerzo de comprensión histórica, no se trata de una investigación meramente curiosa, sino de una investigación que intente encontrar los aspectos de continuidad que puedan explicar cuestiones actuales de la sociedad internacional y que se hayan plasmado en su ordenamiento jurídico. La historia sirve como explicación del presente y como método de análisis de las tensiones esenciales ahora existentes o como exposición de las contradicciones que cada hoy abre para mañana. Pero quiero advertir que no se trata de una postura conductista o determinista, sino que el análisis histórico es un instrumento válido de comprensión correcta del ser del Derecho internacional actual y del inmediatamente venidero. Instrumento, en fin, de identificación, pero no de determinación; ni objetivo en sí, por mucho que la historia, sin aplicaciones concretas, sea también un formidable alimento espiritual. Ésta es una aclaración que puede no resultar ociosa en una época en la que gusta hablar, en imágenes diferentes y con obvios condicionamientos ideológicos, del fin de la historia, a la que, en todo caso, se pretende sustituir con anécdotas.

			
2. SOCIEDAD INTERNACIONAL DE ESTADOS CRISTIANOS


			Si la Edad Moderna supone la ruptura de un mínimo de homogeneidad política, siquiera ficticia, bajo el binomio Imperio-Papado, será lógico que la creciente diversidad tenga reflejo inmediato e importante en la ordenación internacional. En efecto, la Edad Moderna supone un principio de desorganización, por cuanto con ella «queda destruida la universalidad medieval y surgen a la luz los elementos de la vida europea futura: Estados singulares como reinos nacionales, como Estados particularistas dinásticos, como Estados-ciudades organizados en repúblicas, Iglesias particulares que se unen al Estado, y que, aun allí donde siguen firmes en la fe católica, se disponen a separarse de Roma; confesiones, en fin, que se escinden y combaten entre sí. A la vez, empero, se mantiene y actúa el recuerdo de un pasado común, una conciencia que se hace actual en lucha contra el turco, un Emperador y un Papa, un continente al que todos pertenecen», como ha escrito NAEF.

			Parece que debe indicarse que no se trata de la desorganización de la sociedad internacional, sino más bien de un cambio en la fundamentación de su obligatoriedad organizativa. Si durante siglos ese principio organizativo se encontraba en la ratio theologica, el humanismo renacentista obligará a la búsqueda de una fundamentación moderna del derecho de gentes en la ratio naturalis. Entre uno y otro momento podrá producirse la impresión de que ya no existe fundamentación generalmente aceptada. Así, frente al tomismo, los postulados de MAQUIAVELO parecerán abogar por el más descarnado cinismo de relaciones interestatales. La creación de un sistema de Estados lleva implícita —y aún sería explicitada por los autores de la ciencia política de la Edad Moderna— la defensa de la razón de Estado tanto hacia el interior como hacia el exterior, como puede comprobarse en MAQUIAVELO y en HOBBES. Y no puede negarse la afirmación de MEINECKE de que «el Derecho internacional y la razón de Estado se hallan en una inevitable lucha recíproca. El Derecho internacional trata de reducir la libertad de movimientos de la razón de Estado, revistiendo a la acción política de todo carácter jurídico posible. La razón de Estado, por su parte, se revela contra estas limitaciones y utiliza el Derecho, e incluso abusa a menudo de él, como medio para sus fines egoístas. De esta forma, la razón de Estado quebranta, una y otra vez los fundamentos que el Derecho ha tratado trabajosamente de establecer. En muchos aspectos, por eso, la labor del Derecho internacional en pugna con la razón de Estado es una labor de Sísifo, tanto más cuanto menos se ocupa aquél de la naturaleza y exigencias de ésta. Cuando así ocurre, el Derecho internacional se encuentra, desde un principio, en peligro de convertirse en algo irreal, poco práctico y doctrinario».

			La Edad Moderna estrena supuestos políticos y con ellos se verá necesitada a replantear sus fundamentos. Durante varios siglos se intentarán esquemas de regulación. Si con la misma inauguración de la época se produce un momento de reacción, de vuelta al pasado, bajo la égida de Carlos V, enterrados estos anhelos, habrán de buscarse nuevos modelos, la hegemonía y el equilibrio de poderes, que sustenten con un mínimo de riesgos el orden europeo y, progresivamente, los teóricos intentarán sentar las bases jurídicas de la nueva regulación; así BODINO, pese a su viva defensa de la soberanía estatal, la limitará en su encuentro con otras soberanías, sometiéndola a los dictados del derecho de gentes; o la Escuela Española del Derecho Internacional, cuya aportación principal consiste, en palabras de TRUYOL, «en el hecho de “haber aplicado los principios generales de la moral cristiana y del derecho natural”, recibidos del pensamiento antiguo y medieval, “a la cambiante situación de la aurora de los tiempos modernos”»; así, finalmente, en esta lista de ejemplos, el intento de GROCIO de crear un Derecho internacional en que, con frecuencia, se confunden Derecho y moral.

			Tras el caos relacional que la pérdida de la antigua y relativa unidad entraña, las relaciones entre Estados, progresivamente, se irán institucionalizando. La razón de Estado, como aún hoy, no desaparecerá, pero encontrará límites progresivos en nuevas formas y normas que hagan posible la convivencia.

			Carlos V dejará de soñar con la resurrección del Imperio humanista dibujado por Erasmo y con la que se había ilusionado tras su coronación en Bolonia, en 1530, porque la división de la fe fue una lanza contra la pretendida unidad. La alianza de los protestantes mediante la Liga de la Esmalcalda, aliada de Francisco I, y el acuerdo de ésta con Solimán el Magnífico, sugirió a Carlos V la conveniencia de reunir un Concilio que intentara el acuerdo religioso, dando la paz a los reinos católicos y la reunificación de la Cristiandad. Sin embargo, aquí se inicia el ocaso de la idea imperial: el Concilio de Trento, en sus dos primeras fases (1545-1549 y 1551-1552), temerá más el cesaropapismo de Carlos V que a la división de la Cristiandad. Si el Emperador, al reunir a los teólogos protestantes y católicos esperaba una salida negociada, el Concilio terminará trazando una alianza contra el Emperador y produciendo soluciones dogmáticas en su tercera fase (1552-1553), que definirá posiciones de cara a las guerras de religión. Al desistir de la idea imperial, sentará las bases de la hegemonía española, con lo que se inaugura el modelo de organización internacional de esta época. AGUILAR NAVARRO ha señalado que la hegemonía representa «una política de dirección que ejerce un pueblo sobre los demás, a los que sigue reconociendo legalmente una autonomía y una independencia». El período de la hegemonía española aún suspira por el restablecimiento del ideal jerárquico y con el triunfo de la Contrarreforma. Los protestantes del norte, apoyados por la Francia de Richelieu, luchan por los ideales del Renacimiento y de la reforma: se trata de la pugna entre una Europa vertical, jerarquizada, frente a la Europa horizontal, nacionalista, independentista e igualitaria en cuanto a soberanías nacionales.

			Con la Paz de Westfalia (1648) y el Tratado de los Pirineos (1659), se instaura de forma efectiva el período de la hegemonía francesa, a la que NAEF califica como operante «también con combinaciones dinásticas, pero ha desaparecido, en cambio, todo matiz de tipo confesional, y ha surgido otro motivo que, si bien nunca ha dejado de actuar, se convierte ahora en motivo dominante: el poder. Un Estado borbónico, dirigido a la consecución de fuerza y expansión y cimentado sobre base nacional, aspira a conseguir y consigue influjo político y cultural de dimensiones europeas. Frente a él se alzan otros Estados, libres también de consideraciones confesionales, guiados por intereses estatales o dinásticos de poder político y económico, y apoyados, aunque con diversa intensidad, en la voluntad de propia independencia». AGUILAR NAVARRO ha presentado la hegemonía francesa bajo dos manifestaciones diversas: «1) de carácter aparentemente defensivo —es la utilización de la noción del equilibrio—; y 2) auténticamente expansiva, como es la política de Luis XIV una vez que personalmente dirige los destinos de Francia». Si la primera manifestación, bajo el validato de Sully y Richelieu, le lleva a una visión de Europa como sistema anárquico necesitado de un equilibrio que impida predominios lacerantes, la segunda manifestación le llevará a proclamar a Francia heredera de Carlomagno, adjudicándole la representación de la Cristiandad.

			Con la guerra de sucesión a la corona de España (1702-1713) finaliza medio siglo de supremacía francesa y se instaura la hegemonía inglesa. En palabras de AGUILAR NAVARRO esa hegemonía vendría apoyada: «1) en una política de división europea; 2) en la utilización de las dificultades europeas para insistir en una acción en Ultramar; y 3) en la prioridad concedida a la política colonial y marítima». Para NAEF, sin embargo, los Tratados de Utrecht instauran la doctrina del equilibrio europeo. Y, en nuestra opinión, tanto el examen formal de los instrumentos de Utrecht-Rastalt, como el análisis de la época, más permiten hablar de instauración de un sistema de equilibrio —aunque Inglaterra se erija en árbitro— que de una política de hegemonía inglesa. Quizás la confusión estribe en que, si bien Inglaterra surge como gran potencia imperial en el siglo XVIII, es una potencia que busca la hegemonía a nivel mundial, pero que no siente especiales tentaciones soteriológicas en el ámbito europeo.

			La política inglesa de equilibrio de poderes va a sustentar el orden europeo durante todo el siglo XVIII. Pero a finales del mismo Europa experimentará un proceso que introducirá modificaciones en las concepciones políticas y, lo que es más importante, en las mismas concepciones económicas, sociales y culturales. Entramos en un período que acertadamente ha sido calificado como de la época de las revoluciones europeas. En los datos de base de ese proceso deben contarse la explosión demográfica de finales del siglo XVIII; en segundo lugar, y frente a lo anterior, la agricultura no experimenta una proporcional revolución productiva, lo que había de provocar una progresiva depauperización de la población agrícola, junto con un sentimiento de inseguridad de la población urbana; en tercer lugar, se inicia en Inglaterra la revolución industrial, que si en principio fue pura invención científica, a continuación va a tener aplicación tecnológica a la industria gracias al surgimiento de una clase empresarial y a la escasa cuantía de la capitalización en el inicio de la producción industrial.

			No es accidental que la revolución industrial se produzca precisamente en Inglaterra: lo que en otros países gravó el desarrollo económico, en Inglaterra lo potenció. La explosión demográfica vino acompañada por continuos progresos en la agricultura, lo que permitió que a nivel de mercado interior se produjera un incremento de oferta y, en alguna medida, de demanda. Finalmente, para potenciar la total introducción del mercantilismo, Inglaterra cuenta con un imperio colonial en el que coloca con facilidad su producción excedentaria, a la vez que la magnitud de posibles consumidores obliga a planteamientos de producción masiva. La existencia del Imperio permite la obtención de materias primas inexistentes en Europa en condiciones de favor.

			Estos son los fundamentos materiales de la Ilustración política. Con la Ilustración política —afirmará NAEF— «la grande y trascendente novación es el tránsito al pensamiento individualista, el cual, preparado en el terreno religioso, tiene lugar ahora sobre la base del Estado moderno. Sólo al concebirse en forma individualista al Estado, sólo al construir el contrato estatal sobre la voluntad de individuos soberanos y al referir el fin del Estado a los individuos, recibe el movimiento ideológico ese rasgo de futuro revolucionario que forma parte esencial del concepto de la Ilustración política». La Ilustración política supone la ruptura del iusnaturalismo político; así MONTESQUIEU, en El espíritu de las leyes, monta una teoría sociológica del poder político, indicando que gobierno y derecho no son afirmaciones generales y abstractas, sino mediatizadas por las circunstancias —el milieu— que rodean a la sociedad. Afirmará en las Cartas persas, que el mejor gobierno es el que «conduce a los hombres del modo más adecuado a su disposición». Racionalización del Estado que consagraría el ginebrino ROUSSEAU cuando, en el artículo sobre «Economía política», en la Enciclopedia, afirma que la voluntad general fija las normas de sus miembros, reduciendo el papel del gobierno al de mero agente de esa voluntad general. La Ilustración, en suma, supone el factor ideológico que conllevó la crisis de las concepciones tradicionales; no se trata del establecimiento de un diferente esquema de funciones del Estado, sino de algo mucho más profundo: el nacimiento de la idea nacional, la nación, como último y esencial componente del Estado. Con esa concepción, el Estado dinástico tiene que perder su hegemonía, su vitalidad, su misma esencia, en favor del Estado nacional.

			Este intento de reorganización del viejo orden, con su secuela en las guerras revolucionarias napoleónicas, intentó ser frenado o encauzado, tras la derrota de Napoleón, en el Congreso de Viena (1814-1815). Viena es importante en su doble tentativa de organización de la sociedad europea. Si hasta ese momento la noción de soberanía habíase llevado a sus últimas consecuencias, rigiéndose las relaciones internacionales por la absoluta descentralización, desde ese momento las técnicas tradicionales de lo bilateral en lo diplomático y convencional van a experimentar un proceso progresivo de multilateralización, institucionalización y centralización de las relaciones interestatales. Con el Congreso de Viena el proceso de organización responderá a una doble necesidad: de una parte, la aspiración general a la paz y al progreso de las relaciones pacíficas. De otro lado, a la solución de una serie de necesidades concretas y limitadas, relativas a cuestiones precisas. En su origen, sin embargo, las organizaciones así proyectadas no fueron otra cosa que la prolongación de las conferencias internacionales; pero con su conversión de episódicas en periódicas, se ha iniciado el proceso de institucionalización que, a través de la existencia de un Secretariado, le dará una cierta permanencia.

			En la otra vertiente, el Congreso de Viena, como organizador de la paz y seguridad europeas, iniciaría una etapa no menos espectacular. En la génesis del Congreso de 1815 se puede citar un conjunto de tratados cuyo indudable contenido coyuntural de Santa Alianza bélica apuntaba, sin embargo, a proyecto de ordenación estable de la sociedad europea, convirtiéndose en el primer Congreso paneuropeo. Y ello por dos razones: de una parte, por la participación de todos los Estados, grandes y pequeños en las negociaciones europeas. De otra parte, porque el arreglo y solución de problemas particulares y específicos dependerá en gran medida de los arreglos y soluciones elaborados a escala continental.

			Con el Congreso de Viena se instaura un gobierno de las Grandes Potencias de Europa no sólo fáctico, sino también de iure reconocido como tal. TRUYOL ha señalado que todo el sistema se organiza con base en la distinción de TAYLLERAND entre potencias de intereses generales y potencias de intereses limitados. Sólo a las primeras compete la función directorial europea y esa función directorial ha de entenderse en un doble sentido. Primero, necesidad de establecer el equilibrio político europeo, amargamente roto por las tropas de Napoleón. El restablecimiento del equilibrio tendrá ahora el nombre propio del Príncipe Metternich. Y es que, como ha apuntado NAEF, «Metternich eleva a principio una necesidad política. Europa sólo puede subsistir —así reza este principio— en el equilibrio de las potencias que la componen».

			Pero, de otra parte, hay algo más: el equilibrio se entiende con una fuerza base aglutinante, por una ideología común, una actitud antirrevolucionaria. BOURQUIN ha señalado cómo es ésta una idea rusa en su génesis. En las instrucciones secretas de Alejandro I a Novolsiltsov se insiste en la conexión entre la forma en que los pueblos son gobernados y la paz en Europa. Si bien las propuestas rusas son recibidas con cierta frialdad por los ingleses, esas ideas quedan solapadamente recogidas en los tratados de la Santa Alianza, en los que vuelve a insistirse en la Europa dinástica del Ancien Régime como adecuada forma de gobierno europeo.

			Este proyecto ambicioso pronto mostraría su imposibilidad. Las cuatro grandes conferencias entre 1815 y 1822 mostraron la incompatibilidad entre los intereses comunes y la razón de Estado individualmente interpretada. Progresivamente se producirá una fisura ideológica en Europa; de una parte, las tres potencias centrales —Rusia, Austria y Prusia— insistirán en la concepción política anterior a la Revolución francesa. Frente a ellas, Inglaterra y Francia adoptarán una política más liberal y acorde con la revolución en las concepciones políticas.

			Pese a todas las expansiones y descubrimientos geográficos, Europa sigue siendo, durante todo este período, el centro político mundial. Ciertamente, nuevas potencias se han sumado al censo mundial de Estados. Son, esencialmente, los Estados americanos de recién adquirida independencia e incluso los Estados Unidos aún demasiado débiles y jóvenes para transformar el viejo centro, como soñara TOCQUEVILLE que algún día harían. Esos nuevos Estados, además, no suponen ninguna convulsión: ellos, como Europa, participan en la misma comunidad de creencias y valores. La unidad de una sociedad internacional de Estados cristianos se mantiene con toda puridad. En todo caso, en paralelismo con el proyecto de organización europea supuesto por el Concierto Europeo, los Estados Unidos instaurarán el sistema expresado por la doctrina Monroe de aislar el continente americano de las contiendas europeas, erigiéndose en árbitro de las apetencias europeas respecto de América, a la vez que en potencia hegemónica americana, única en intereses generales frente a los intereses particulares de sus vecinos continentales.

			Simultáneamente con el proceso descrito, y consecuencia del mismo, puede hacerse un esbozo de la creación y evolución de un concepto autónomo de Derecho internacional. Quizás en la referencia al nacimiento del Derecho internacional deba hacerse un planteamiento en un doble plano. De un lado, los precursores, que sobre la base de intentar solucionar los problemas prácticos planteados, acertarán a poner las bases teóricas de nuestra disciplina. En segundo lugar, los planteamientos de conjunto, el tratamiento sistemático del Derecho internacional, no ya sólo como soluciones ad hoc, sino con pretensiones de generalización y validez universal. Esos precursores podían muy bien comprender, en esencia, desde VITORIA a GROCIO y posiblemente sea GROCIO el punto de división, más por su escuela que por él mismo, escuela grociana que experimentará una perceptible división entre iusnaturalistas e iuspositivistas, en clasificación funcional, puesto que, como ha puesto TRUYOL de manifiesto, en algunos de sus seguidores cabría establecer una tercera tendencia, abnegada en el intento de realizar la síntesis entre las dos posiciones señaladas.

			Más que hablar de VITORIA cabría referirse a una Escuela española de Derecho internacional. En efecto, con ello aludiríamos al esfuerzo de los clásicos españoles por dar una formulación nueva a la sociedad internacional, esfuerzo exigido por la descomposición de la vieja idea del Imperio y por el papel protagonista de España. La desaparición del Imperium mundi, unitario y jerárquico, no supuso la anarquía internacional en la medida en que fue sustituido por la idea de una Societas gentium, punto mismo de partida de Vitoria en su Relectio de indis. El fundamento de tal organización se encuentra en la sociabilidad natural del ser humano y se deduce del derecho natural aplicado a las necesidades de cada momento histórico. En VITORIA se acentúa una perspectiva teológica que será continuada por Domingo DE SOTO y Domingo YÁÑEZ, todos ellos dominicos.

			Hay una característica común en todos los autores hasta ahora citados: escriben con el objetivo práctico de solventar las cuestiones concretas que la política les iba presentando. Habrá que esperar a Hugo GROCIO para que nos encontremos con el primer tratamiento sistemático y global del Derecho internacional; por otra parte, en su De iure belli ac pacis se produce una fundamentación de un Derecho internacional de validez general o universal, mediante un proceso de secularización del Derecho natural. Se acentúa con él el racionalismo, liberando al Derecho natural de la supremacía teológica y buscando en el Derecho de gentes las notas de positividad. En sus orígenes, sin embargo, las preocupaciones de GROCIO habían sido condicionadas. Su De mare liberum era la respuesta práctica de un jurista a la pretensión hispano-portuguesa, igualmente política y práctica, de cerrar los mares y tierras descubiertos por España y Portugal. Trascendiendo este concreto planteamiento, la ambición y el mérito de GROCIO fue intentar una contestación global a la pluralidad de cuestiones que las relaciones internacionales planteaban. De ahí que no sea en exceso injusto la consideración que muchos tienen de GROCIO como padre del Derecho internacional.

			A partir de GROCIO puede afirmarse que toda la historia doctrinal del Derecho internacional se ha escindido en torno a la aceptación o el rechazo del Derecho natural como fundamentación del Derecho internacional. Se puede hablar así de una tendencia iusnaturalista y otra iuspositivista a partir del holandés GROCIO; en la primera línea pueden inscribirse LEIBNIZ, PUFENDORF, WOLFF, VATTEL o MARTENS, mientras que la segunda tendencia vendría representada por ZOUCH, BYNKERSHOEK O MOSER. Todos ellos, sin embargo, se caracterizarían por su tratamiento sistemático del Derecho internacional.

			Para los iusnaturalistas, el ius positivum, sólo puede ser expresión de la voluntad superior de un legislador: como quiera que se puede verificar la inexistencia de un legislador internacional, no puede hablarse de un ius positivum internacional, sino sólo de un ius nature et gentium. De esta forma, el Derecho de gentes no sería sino una parte de una ley natural que rige todas las relaciones humanas, incluidas las internacionales.

			En los positivistas, la preocupación dominante es la exposición del Derecho de gentes real y efectivo de la época, lo que conlleva abandonar la fundamentación iusnaturalista. Todos estos autores, de forma genérica, se encuentran sometidos a una doble presión: de una parte, la creencia clásica de que el Derecho de gentes no puede ser sólo producto de la voluntad humana; de otra parte, está reciente en ellos la tendencia positivista de las teorías de HOBBES y SPINOZA, por su concepción convencional en la formación de las sociedades. De ahí la conclusión de elaborar un Derecho internacional basado en la razón o en concepciones u opiniones subjetivas propias, proponiéndose únicamente determinar cuáles sean sus normas, consuetudinarias o convencionales, que los Estados observan en la práctica.

			
3. SOCIEDAD INTERNACIONAL DE ESTADOS CIVILIZADOS


			Desde fines del siglo XVIII se registra una expansión del sistema europeo de Estados, en virtud de las independencias de los Estados Unidos (1776), seguida con prontitud por Haití (1804), y las colonias españolas, en cascada independentista entre 1808 y 1825. Interesa, sin embargo, poner de manifiesto que la expansión de la sociedad internacional de la primera mitad del siglo XIX se limita a experimentar un crecimiento horizontal que en poco afecta al desarrollo de la sociedad internacional de su tiempo, por la participación en los mismos valores y pautas de comportamiento.

			Si bien América se sustrae a los designios del Concierto Europeo y crea una realidad política que expande el sistema de Estados, hasta entonces europeos, esa expansión en nada afectaba la catalogación de Estados de civilización cristiana. La idea básica, las concepciones mínimas, siguen siendo idénticas, aunque sus plasmaciones políticas encuentren divergencias notables. Como afirma TRUYOL, «el Nuevo Mundo, cualquiera que sea su originalidad en relación con el Antiguo, salió orgánicamente de éste. Incluso la ruptura que supone la emancipación tuvo lugar en un contexto de interdependencia con relación a la situación europea. Y, dejando de lado determinados rasgos particulares, debidos a las circunstancias históricas [...] el derecho internacional entonces en vigor, el derecho público de Europa, fue recibido en sus principios fundamentales. Podemos añadir que con el tiempo los contrastes más importantes del comienzo se atenuaron poco a poco».

			Desde este punto de vista, la ampliación de la sociedad internacional en virtud de las independencias americanas, apenas si puede considerarse algo más que una expansión horizontal, mero crecimiento cuantitativo. Sin embargo el siglo XIX introducirá otras modificaciones, otros crecimientos que impondrán la necesidad de replantear, incluso, la denominación de la sociedad internacional.

			Éste es el caso de Turquía, que gozaba de una evidente personalidad jurídica que la capacitaba, aun en sus momentos de decadencia, para relacionarse con el sistema de Estados cristianos. Pero la visión eurocéntrica que la sociedad cristiana tenía implicaba que, en alguna medida, su subjetividad jurídica internacional hubiera de considerarse mediatizada o relativa. En 1856, sin embargo, se producirá un cambio esencial. Ese año, en París, se firma el Tratado General de Paz entre Austria, Cerdeña, Francia, Gran Bretaña, Prusia y la Puerta Otomana, por el que se pone fin a la guerra de Crimea. Por el art. VII de dicho tratado,

			«Su Majestad el Emperador de los Franceses, Su Majestad el Emperador de Austria, Su Majestad la Reina del Reino Unido de la Gran Bretaña y de Irlanda, Su Majestad el Rey de Prusia, Su Majestad el Emperador de todas las Rusias, y Su Majestad el Rey de Cerdeña, declaran la Sublime Puerta admitida a participar en las ventajas del derecho público y del concierto europeos. Sus Majestades se comprometen, cada una por su parte, a respetar la independencia y la integridad territorial del Imperio Otomano; garantizan en común la estricta observancia de este compromiso y, en consecuencia, consideran cualquier acto que lo amenace como una cuestión de interés general.»

			No se trataba, sin duda, de concesión graciosa de subjetividad plena a Turquía, sino de la necesidad de incluir a Turquía en el sistema del Concierto Europeo ante sus debilidades en el Mediterráneo oriental. Pero, de una u otra forma, se registra una expansión que es algo más que puramente cuantitativa. Turquía será considerada desde ese momento partícipe del derecho público europeo y sus problemas cuestiones de interés común de todos los Estados europeos.

			Un fenómeno paralelo se registra en el caso de Japón. China y Japón habían observado, entre sorprendidos e indignados, la progresiva penetración de las potencias occidentales. Pero mientras la postura china sería de mera resistencia, retirada y continuado aislacionismo, cerrada e impenetrable ante el dato evidente de su manifiesta inferioridad, Japón, por el contrario, había de adoptar otra actitud. Tras el Tratado de Kanagawa, el 31 de marzo de 1854, impuesto por la escuadra americana del almirante Perry, en todo similar al Tratado de Nankín, de 29 de agosto de 1842, entre China y Gran Bretaña, Japón se vio obligado a la apertura de puertos convencionales con Occidente. Se inicia en Oriente la técnica de los tratados desiguales, expresión jurídica de una hegemonía ante la que parece inútil la resistencia o la simple negociación.

			China no fue nunca convertida en colonia occidental, sin duda por la existencia de dos causas: su enorme extensión y la distancia respecto de las posibles metrópolis disuadían una colonización intensa, pese a la debilidad interna del régimen chino y lo diluido de su poder tras la primera guerra del opio. En segundo lugar, la misma rivalidad de las potencias occidentales, sus recelos mutuos, impidió la necesaria hegemonía para lograr esa finalidad. A partir de 1862, China intenta realizar planes sucesivos de industrialización que puedan equipararla a las potencias occidentales o a su rival asiático, Japón, ya adelantado en esos planes. Pero, como señalan FRANKE y TRAUZETTEL, «la nueva política era, predominantemente, un juego de fuerzas conservadoras incapaces de comprender en lo más mínimo la base socioeconómica de las potencias occidentales, de modo que no podía orientar en absoluto ninguna transformación decisiva». Tras la derrota en la guerra con el Japón y su subsiguiente paz humillante, en 1895, continúan afirmando los citados autores, «la elite burocrática china se encontró ante la alternativa de refugiarse en el tradicionalismo o extraer de la amarga lección que acababa de recibir la conclusión de que las medidas de modernización hasta entonces adoptadas habían sido erróneas desde sus comienzos». Y, desgraciadamente para China, la dinastía manchú elegiría la primera alternativa.

			En Japón, por el contrario, tras la sorpresa que el almirante Perry produjera, con las reformas constitucionales de 1868 se pusieron los fundamentos para la creación de un Estado moderno. En 1868 los dirigentes japoneses inician reformas por las que la política de gobierno se basaría en un amplio consenso, los individuos perseguirían la realización de sus aspiraciones personales, el Estado y los intereses nacionales se antepondrían a todo y, finalmente, las prácticas occidentales desplazarían a los milenarios esquemas y costumbres del pasado. Todo ello fue seguido del fortalecimiento del poder central, acabando con el tradicional feudalismo interno y, en apenas veinte años, se asimiló la técnica de la diplomacia occidental, de la negociación internacional y de la defensa puramente nacional.

			Precisamente es esta celeridad para conectar con el tempus occidental lo que más poderosamente llama la atención en el inicio de la historia moderna del Japón. Ese récord los llevaría a que, como afirma HALL, «entre 1871 y 1894 los dirigentes japoneses se concentraron en dos objetivos principales: primero, el de definir y asegurar la posición internacional del Japón en términos del lenguaje diplomático interno, y, segundo, alcanzar la revisión de los llamados tratados injustos».

			En 1876 los japoneses doblegaban Corea utilizando la misma táctica occidental de las cañoneras. En 1894 infligían a China una dura derrota que hacía que los occidentales empezaran a ver en Japón un igual a ellos, hasta el punto de provocar, en 1895, la intervención de Francia, Prusia y Rusia en la península china de Liaotung, con la finalidad de bloquear las conquistas japonesas. En 1902 firmaban un tratado de alianza con Gran Bretaña, explícito reconocimiento de su igualdad. La ratificación vendría determinada con el ataque japonés a Port Arthur y la derrota rusa en dos años. Por primera vez en la historia moderna, una potencia europea era humillada por alguien ajeno al sistema de Estados cristianos. En cualquier caso, la realidad política de Japón y, en menor grado, del inmenso continente chino, había de ser reconocido como una realidad efectiva, como elementos de hecho en la futura concertación y búsqueda de cualquier proyecto de orden internacional.

			Las victorias japonesas sobre Rusia, en 1904 y 1905, habían de iniciar el desencadenamiento de un proceso de consecuencias vitales: el 9 de enero de 1905, con la matanza en la marcha hacia el Palacio de Invierno, se inicia una etapa en la que Rusia experimentaría agitaciones que si, en un principio, no podrían sino considerarse como planteamiento y exigencias del principio de las nacionalidades, problema ya resuelto en la mayoría de los países occidentales, pronto habría de llegar a convertirse en enfrentamiento de índole muy diversa, ante la cerrazón zarista. CHAMBERLIN ha podido afirmar que los sucesos de febrero de 1917 han sido una de las revoluciones más espontáneas, más anónimas y más acéfalas de todos los tiempos, pero el 25 de noviembre aquella confusa situación había tomado derroteros tan definitivos que condicionarían en el futuro la evolución de toda la sociedad internacional.

			Estas indicaciones en bosquejo en torno a Turquía, Japón, China y Rusia, permiten señalar que la calificación de cristiana a una sociedad internacional con tan importantes elementos innovadores había de resultar necesariamente obsoleta. La disparidad cultural, religiosa o, simplemente, política hacía necesaria la atribución de un término definitivo más correcto. Y ese término sería encontrado gracias a los elementos básicos existentes en las aportaciones de los nuevos países aceptados en la sociedad internacional, e incluso en lo que de ruptura existió en la Rusia revolucionaria: la sociedad internacional de Estados civilizados. Al margen de los mismos existía otro mundo, el de los pueblos semicivilizados o el de los pueblos bárbaros: respecto de los primeros los países europeos impusieron regímenes de capitulaciones por los que las potencias europeas protegerían su existencia, pero que imponían a estos Estados importantes limitaciones a su soberanía. Respecto de los pueblos no civilizados o bárbaros, nada limitaba la expansión colonial de Europa: de conformidad con el Acta Final del Congreso de Berlín, en 1885, esta expansión quedaba limitada por dos requisitos, el de la ocupación efectiva y la notificación a las demás potencias coloniales, pero, como ha escrito el profesor CARRILLO, «el comportamiento de las metrópolis con respecto a los pueblos sujetos a colonialismo era de su única competencia y, por tanto, una cuestión regulada por los respectivos ordenamientos jurídicos internos de las Potencias coloniales, salvo las eventuales limitaciones que normas internacionales convencionales podían introducir. Entre ellas destacan la libertad de comercio y de navegación para los signatarios del Acta de Berlín de 1885, y las limitaciones de alcance humanitario introducidas con la prohibición de la esclavitud, como las del Tratado de Londres de 1841 y el Acta General de Bruselas de 1890, sobre la supresión de la trata de esclavos».

			Aún en 1913 VON LISTZ conceptuaba el Derecho internacional como un conjunto de reglas jurídicas que determinaban los derechos y deberes recíprocos de los Estados que pertenecían a la comunidad de Estados (comunidad del Derecho de gentes), en lo que concernía al ejercicio de sus derechos de soberanía. Ahora bien, en su concepción, la «comunidad del Derecho de gentes o familia de naciones» se determinaba por su participación en una conciencia jurídica común basada en la comunidad de civilización y de intereses, manifestándose por un comercio jurídico permanente sobre el principio de la igualdad de derechos. Los demás Estados, a los que con terminología suavizada denominaba Estados semicivilizados, no formaban parte de esa comunidad sino en la medida en que tuvieran tratados concluidos con los Estados civilizados. Finalmente, concluirá VON LISTZ, en sus relaciones con los Estados semicivilizados, en todas las cuestiones que no estuvieran convencionalmente reguladas y, de otra parte, en la totalidad de sus relaciones con las colectividades no civilizadas, la comunidad internacional podía prevalerse de su potencia de hecho, no estando vinculada más que por principios de orden moral, producto del sentimiento cristiano y del sentimiento de humanidad. En resumen, VON LISTZ hace una enumeración de los cuarenta y tres Estados civilizados que forman la Comunidad internacional (veintiuno europeos, veintiuno americanos y Japón). China, Persia, Siam, Afganistán, Bután, Nepal, los Estados árabes, Liberia y Etiopía se encontrarían en ese estadio de semicivilización que les hace acercarse en alguna medida a la comunidad internacional en sentido propio.

			Todavía encontraremos en el Pacto de la Sociedad de Naciones, en el Estatuto de la Corte Permanente de Justicia Internacional, en la misma Carta de las Naciones Unidas y en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, todos ellos instrumentos jurídicos elaborados en el siglo XX, ciertas reminiscencias de la distinción respecto del grado de civilización. En los albores del siglo XXI toda calificación del tipo de sociedad es inadmisible si tiene como efecto una mediatización del derecho de participación de todos los Estados en la misma. Diferente será que, como se examinará más adelante, determinadas desigualdades de hecho puedan determinar intensidades diferentes en los derechos y deberes de los Estados, siempre y cuando esas diferenciaciones estén previstas jurídicamente y resulten motivadas por un proyecto de mejor organización de la sociedad.

			Ahora bien, aún hoy día puede percibirse una cierta tendencia a mantener los viejos criterios: no es inusual que se considere, en la sociedad internacional universal actual, algún tipo de persistencia en la diferencia entre pueblos civilizados, bárbaros y salvajes. Desde una perspectiva jurídica, tal pretensión es absolutamente inaceptable; sin embargo, la comprobación de la aceptación o no aceptación de los diferentes Estados de ciertas obligaciones de Derecho internacional puede llevar a conclusiones temerariamente próximas a las clasificaciones mencionadas.

			
4. LA UNIVERSALIZACIÓN DE LA SOCIEDAD INTERNACIONAL


			En 1945 se creó la organización mundial por excelencia, la Organización de Naciones Unidas, que nace con cincuenta y un Estados, la práctica totalidad de Estados existentes en el mundo en aquel momento, que son reacios a cualquier crecimiento, que no podría sino ser básicamente el resultado del acceso a la independencia de territorios sometidos a dominación colonial. Esa Organización, heredera indiscutible de la Sociedad de Naciones, se encuentra lastrada, sin duda, pero también aleccionada por las experiencias previas. No pretendió en sus inicios, como tampoco lo pretendieron los Estados, romper con la tradición colonial. En efecto, valgan como ejemplo las palabras de Sir Winston CHURCHILL, en 1942: «Si soy el Primer Ministro del Rey no es para presidir la liquidación del Imperio Británico», en claro contraste con las de Harold MCMILLAN, en 1960: «El viento del cambio sopla a través de todo el continente [...] Dudémoslo o no, este desarrollo de la conciencia nacional es una realidad política. Debemos aceptarlo como tal realidad.»

			Múltiples razones pueden aducirse en explicación de este fenómeno de cambio radical. SÉKOU TOURÉ, apóstol de la descolonización, afirmará en diciembre de 1959: «no dividimos el mundo en Este y Oeste. Lo dividimos simplemente en dos campos: el imperialismo y el antiimperialismo. En consecuencia, juzgamos a los Estados según su posición concreta sobre los problemas coloniales, por su voto en las organizaciones internacionales, y por su actitud respecto a los problemas cruciales de África. Por ello afirmamos tajantemente que no existen dos puntos en la brújula, el Este y el Oeste, sino cuatro. Existe una parte del mundo que es independiente y conoce la libertad; y otra parte que es dependiente y no conoce sino la esclavitud colonial. En consecuencia, la cuestión se reduce a saber si un país toma posición a favor o en contra de la independencia de esta segunda parte del mundo».

			¿Cuál era la posición de los respectivos bloques ideológicos en la nueva confrontación? PÉREZ VERA Ha señalado con razón, respecto a la Unión Soviética, que ésta estaba compelida a mantener una posición anticolonialista, «tanto desde el punto de vista doctrinal como pragmático. Si el acceso al poder del partido comunista ruso fue seguido de la proclamación de que “la revolución bolchevique aportaba a todos los pueblos de todas las zonas coloniales y dependientes un aliado y un amigo”, y de la promesa de Lenin de que la política futura del gobierno soviético se dirigiría hacia la liberación de las naciones de la opresión exterior, todo ello respondía a enunciados claves de la doctrina marxista. Pero al mismo tiempo, era evidente que cualquier atentado a las colonias suponía un serio peligro para la economía y el poder político de las potencias europeo-occidentales».

			Algo similar cabe decir de los Estados Unidos, siguiendo a la misma autora: «de otra parte, los Estados Unidos, aunque deseosos de la recuperación de la Europa occidental, no podían traicionar abiertamente su larga tradición anticolonialista que, siendo ellos mismos una antigua colonia, habían desarrollado desde la fecha de su independencia». No se oculte tampoco que los Estados Unidos tenían intereses propios en el aliento a la autodeterminación: sus corrientes doctrinales, sus principios liberales y su imperialismo económico verían con agrado el nacimiento de los nuevos pueblos, con la pretensión de que se inspiraran en sus mismos principios, a la vez que se implicaba el nacimiento de nuevos mercados. De esta forma el anticolonialismo americano inspiraba el neocolonialismo.

			Otra interpretación dejaría sin contestación la siguiente pregunta: ¿hasta qué punto la postura soviética —suficiente para conseguir la unificación de Occidente en contra— y la abstención idealista de los Estados Unidos podían implicar la caída de los imperios coloniales europeos? Cabría intentar una respuesta como la de MIAJA, al afirmar que «la descolonización se impulsaba a sí misma, en el sentido de que cada país que lograba su independencia venía a constituir un voto más en la Asamblea de la ONU para cuantas propuestas tendiesen a acelerar la manumisión de los pueblos que en aquel momento estaban sometidos a la situación de colonias, protectorados o administraciones fiduciarias».

			Todos los factores anteriormente apuntados influenciaron el proceso descolonizador, pero ninguno de ellos habría surtido efecto, sin una tendencia favorable hacia la descolonización por parte de las metrópolis coloniales. Convencidas las viejas metrópolis de que la descolonización, aun con los riesgos de contradicción económica, podía rendir frutos positivos, dejarían a un lado oposiciones automáticas para calibrar las ventajas a obtener del proceso. De esa forma, la independencia colonial se convertía en un fenómeno superestructural que en nada tenía que afectar a las estructuras de base. El anacronismo colonial cedía paso a las ventajas del neocolonialismo, éste de un contenido económico que abarataba los costos, aun sacrificando viejas ideas imperiales.

			No es pues de extrañar que ya en 1960, y sin votos en contra, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptara la Resolución 1514 (XV), en dos de cuyos párrafos dispositivos se establecía:

			«La sujeción de pueblos a una subyugación, dominación y explotación extranjeras constituye una denegación de los derechos humanos fundamentales, es contraria a la Carta de las Naciones Unidas y compromete la causa de la paz y de la cooperación mundiales.

			La falta de preparación en el orden político, económico, social o educativo no deberá servir nunca de pretexto para retrasar la independencia.»

			Así, interpretando de forma progresiva la Carta de las Naciones Unidas, poco clara en este sentido en su tenor literal, la Corte Internacional de Justicia afirmaría, en su dictamen de 21 de junio de 1971, en el asunto sobre las consecuencias jurídicas de la continuada presencia de Sudáfrica en Namibia (1971) que «los últimos cincuenta años han supuesto una evolución importante. Debido a esta evolución, no hay duda de que “la misión sagrada de civilización” tenía por finalidad última la autodeterminación y la independencia de los pueblos».

			La organización mundial, frase feliz con que VIRALLY denominaba a las Naciones Unidas, ha visto radicalmente remodelada su composición. El cambio no necesitaría de mayor reflexión si se tratara de un mero salto cuantitativo. Lo más importante, con todo, es el cambio cualitativo: en 1945, el juego de la mayoría simple o de la mayoría cualificada lograba un automatismo pro-occidental, lo que implicaba que el tema predominante en Naciones Unidas, bajo una u otra forma, fuera el de la guerra fría; a partir de 1960 se producirá un vuelco en la situación: la nueva mayoría simple, determinante de los asuntos a tratar, será afroasiática. Los elementos comunes de la nueva mayoría serán la descolonización y el subdesarrollo, y en ese tema fueron coadyuvados por la coincidencia de los intereses latinoamericanos, marginándose el tema de la guerra fría. El cambio cualitativo, en resumen, supuso una reordenación de los intereses esenciales de la sociedad internacional.

			Pero la sociedad internacional ha experimentado un proceso de crecimiento distinto a la incorporación de extensos territorios como resultado de la descolonización producida predominantemente en los años sesenta y setenta: se ha asistido a un diferente tipo de crecimiento, éste más cuantitativo que cualitativo, provocado por la descomposición de Estados previamente existentes; parece como si el viejo ideal del Estado hubiera cumplido su ciclo y, en consecuencia, territorios componentes del mismo hubieran optado por constituir su propia estatalidad, o bien que se estuviera produciendo un ajuste de ancianas fronteras estatales, forzadas por presiones exteriores, y se reivindicara la reformulación de las fronteras y la creación de nuevos Estados que, en puridad, no suponen una ampliación del ámbito de la sociedad internacional. Tal es el caso de la pacífica disolución de la antigua Checoslovaquia, del proceso de descomposición, menos traumático de lo previsible, de la antigua URSS, de la menos pacífica constitución de Eritrea o de la dolorosa y sangrienta disolución de la República Federativa Socialista de Yugoslavia, como elementos de la práctica que difícilmente nadie se atreve a reseñar como casos únicos o el inicio de una inacabable senda.

			Quizás demasiados actores con pretensiones de soberanía, independencia e igualdad. Es por ello que en los últimos años haya sido posible asistir a un nuevo cambio en la escena internacional: el mundo de los viejos Estados, insatisfechos con la política de enfrentamiento y confrontación que los nuevos Estados surgidos de la descolonización realizaban en los foros de las organizaciones internacionales, ha procedido a una deslegitimación interesada de aquellas organizaciones, o de aquellos órganos de aquellas organizaciones, en las que no pueden hacer prevalecer sus posiciones o salvaguardar sus intereses. En alguna medida, los viejos Estados, resistiéndose al proceso de universalización de la sociedad internacional, en la que ya no se exige más credencial de entrada que la estatalidad a secas, han buscado formas de mantener la privilegiada posición de antaño, sin impugnar directamente las reglas del juego democrático de «un Estado, un voto», rechazando a la vez el tan costoso proceso de socialización internacional de los problemas. En última instancia, la multiplicación del número de Estados aceptados en las Organizaciones internacionales, casi por cuatro en el último medio siglo, ha vuelto a poner de manifiesto la renuencia de los Estados del ayer a considerar como auténticos sujetos del Derecho internacional y actores de su sistema a entidades que, por dimensión territorial, población, o criterios de orden militar, político o económico, consideran micro-Estados, no susceptibles de reclamar con plenitud la subjetividad internacional.

			
II. ESTRUCTURA Y DINÁMICA DE LA SOCIEDAD INTERNACIONAL2


			El tránsito al siglo XX, dejando atrás la que se ha denominado «sociedad de Estados civilizados» daría paso al surgimiento de un nuevo fenómeno: la creación de Organizaciones Internacionales de las que la Sociedad o Liga de Naciones constituiría uno de los ejemplos paradigmáticos, tras la Gran Guerra (I GM, 1914-1918). Por supuesto, ni esta Organización —de la que potencias del sistema como EE.UU. nunca llegaron a formar parte y otras la abandonaron antes de que se llevase a cabo su expulsión como fue el caso de Alemania o Italia— ni la sociedad internacional del momento, eran caldo de cultivo para la paz. La Segunda Guerra Mundial (1939-1945) daría al traste con los postulados pretendidos por la Sociedad y de sus cenizas se intentaría crear un nuevo escenario, que en parte aún perdura, de la mano de una nueva Organización Internacional: Naciones Unidas. Al análisis general de lo acontecido desde la segunda mitad del siglo XX hasta la actualidad se dedican las líneas que siguen.

			Especialmente en el campo de las Relaciones Internacionales se ha calificado a la sociedad internacional actual con notas tan diversas como imprevisibilidad, turbulencia o pluralidad; conceptos antagónicos tales como fragmentación o globalización resultan familiares para calificar el escenario internacional desde hace décadas, como magistralmente señaló CARRILLO SALCEDO. Siguiendo al profesor DEL ARENAL, puede hablarse de «crisis del sistema mundial y de crisis de la propia teoría de las relaciones internacionales que ha venido dominando hasta ahora», afirmando además que dicha crisis implica que el sistema se encuentra inmerso en un «proceso de cambio, que remite a un vasto y complejo conjunto de transformaciones cuyo final es todavía incierto» pero que implicarán o lo están haciendo ya, una serie de reacomodos importantes en el reparto y ubicación del poder y de la legitimidad, en el papel de los actores internacionales y de sus esferas y modos de actuación tradicionales. Como afirma BAÑOS, «el acrónimo VUCA, formado por las iniciales en inglés de los términos vulnerabilidad, incertidumbre, complejidad y ambigüedad, define el mundo actual y el previsible futuro».

			Se puede afirmar que para aproximarnos al mundo internacional contemporáneo es preciso tener en cuenta toda una serie de factores, que han ido modulando progresivamente ese medio. Como acertadamente señala JUSTE RUIZ, los mismos han sido convenientemente identificados por la doctrina especializada en Relaciones Internacionales, citando: «a saber, factores demográficos, económicos, geopolíticos, culturales y, sobre todo hoy, científicos y tecnológicos». Éstos habrán de ser los hitos más relevantes a tener en cuenta en este apartado.

			
1. DEL FIN DE LA BIPOLARIDAD AL ACTUAL ESCENARIO DE INCERTIDUMBRE


			La Segunda Guerra Mundial dibujó una estrategia que, plasmada en la Organización de Naciones Unidas, pretendía crear un sistema de seguridad colectiva, en el entendimiento de que los Aliados durante esta contienda bélica continuarían manteniendo una situación de relativa concordia. La válvula de seguridad de ese sistema se llamó «derecho de veto», siendo el receptáculo de la misma el Consejo de Seguridad, máximo responsable en lo que al mantenimiento de la paz y seguridad internacionales se refiere, y los Estados que podían hacer uso de ese privilegio, sus miembros permanentes (Estados Unidos, la entonces Unión Soviética —hoy Federación Rusa—, Francia, Reino Unido y China).

			El texto de la Carta de Naciones Unidas3 encierra el que podemos denominar «paradigma de la desigualdad»: esto es, el derecho de veto, plasmado en el art. 27.3, cuyo tenor es el siguiente:

			«Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre todas las demás cuestiones [esto es, las cuestiones no procedimentales, o de fondo] serán tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros, incluso los votos afirmativos de todos los Miembros permanentes […].»

			Esta disposición plasma la que constituye una diferencia esencial entre dos de los órganos principales de la ONU: en la Asamblea General, órgano democrático por excelencia en el que las resoluciones se adoptan por mayoría, estas resoluciones no tienen carácter obligatorio, sino recomendatorio, mientras que las resoluciones adoptadas por el Consejo de Seguridad, donde el peso de las grandes potencias es evidente, pueden ser de naturaleza meramente recomendatoria, si actúa en el ámbito del Capítulo VI de la Carta, u obligatoria, si actúa en el marco del Capítulo VII, siendo el propio Consejo de Seguridad quien dispone de un amplio y discrecional poder para elegir el ámbito en que adopta sus resoluciones.

			Esa desigual distribución del poder político consagrada en la propia Carta de Naciones Unidas, constituye una excepción frente a otra disposición igualmente contenida en este texto: su art. 2.1 conforme al cual «la Organización está basada en el principio de la igualdad soberana de todos sus miembros», idea ésta que sería ampliamente desarrollada en la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General.

			Respecto de esta situación, afirma REMIRO BROTÓNS: «Las Naciones Unidas no son democráticas desde el punto de vista de los Estados (igualdad de voto) ni desde el punto de vista de los hombres (ponderación de la población). Cinco Estados, los miembros permanentes del Consejo de Seguridad, están por encima de la ley internacional, con un estatuto privilegiado que los hace dueños de la llave del poder constituyente, como también lo son de toda letalidad nuclear oficialmente reconocida y del ochenta por ciento del comercio de armas convencionales».

			Resulta ilustrativo ofrecer una tabla en la que, al menos a efectos cuantitativos, se ofrece una panorámica del número de ocasiones en las que, desde que el Consejo de Seguridad comenzó a funcionar, se hizo uso —que incluso a veces cabría calificar como abuso— de su derecho de veto.
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			Este sistema no funcionó, al fallar las premisas de partida sobre las que se asentaba la utilización del veto, pensado como última ratio y no como mecanismo de presión frente al adversario o adversarios potenciales. En este sentido, la bipolaridad y, más aún, la guerra fría desde sus comienzos (ese Estado, siguiendo la definición de R. ARON, de guerra improbable y de paz imposible) marcaron el devenir de medio siglo XX, condicionando de forma ineludible los pasos de la Organización de Naciones Unidas en múltiples frentes (admisión de nuevos miembros, establecimiento de un verdadero sistema de seguridad colectiva, respuesta ante crisis graves en las que se viese, incluso de forma indirecta, envuelto alguno de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad, crisis económica, insuficiencia de medios para hacer frente a todos sus objetivos...). Como señala la profesora BARBÉ, en frase que resume la situación forjada tras la guerra: «A partir de 1945, se construirá un orden —el nuevo orden bipolar— que será un orden de enemigos, no de aliados».

			Por supuesto, la situación vivida por las dos superpotencias desde que finalizó la Segunda Guerra Mundial pasó por muy diferentes etapas, constituyendo la calificación de guerra fría una enorme simplificación que, como cualquier otra generalización, induce a confusión. Una cierta distensión, e incluso cooperación en ciertas parcelas, volviendo a momentos de bipolaridad, y acabando con varias décadas de confrontación ideológico/política, de la mano de la «glasnost» y la «perestroika», y el acontecimiento emblemático de la «caída» del Muro de Berlín, ilustran casi cuarenta años del siglo XX. Estos hitos marcan el devenir de medio siglo, entre Estados Unidos y la entonces Unión Soviética, cada uno de los cuales consideraba al oponente un enemigo potencial, capaz de ocasionar su destrucción. Actualmente, si bien el escenario es bastante distinto, se observa una mayor actividad en lo que al ejercicio del veto respecta —e inclusive a la mera «amenaza» de su ejercicio— por la República Popular China así como, de manera aún más activa, por la Federación Rusa. La situación que se vive en Siria y en Ucrania son ejemplos recientes de ello.

			Ciertamente, el final de la década de los ochenta y comienzo de los noventa del pasado siglo, que vio desaparecer la bipolaridad, pareció abrir un hilo de esperanza respecto de la capacidad de respuesta de Naciones Unidas para atajar conflictos internacionales de relieve; pero la luz a través del túnel se tornó pronto en espejismo. La invasión de Kuwait por parte de Iraq, en el verano de 1990, hizo despertar a un Consejo de Seguridad, hasta entonces casi aletargado, y que había hecho uso del Capítulo VII de la Carta en contadísimas ocasiones (Rhodesia del Sur, Sudáfrica...); nacieron así las esperanzas de que un futuro nuevo se había abierto con el comienzo de la década de los noventa, tanto para la Organización misma, como para llevar a cabo el principal de sus objetivos por parte del órgano que debería conformar la piedra angular del sistema de seguridad colectiva. A pesar del enorme número de supuestos en los que el Consejo de Seguridad ha hecho uso del Capítulo VII en las últimas décadas, ello no quiere decir que este órgano se haya mostrado operativo para atajar importantes crisis internacionales o internas que se han internacionalizado en este período temporal [valgan meramente como ejemplos los supuestos de Kosovo (1999), Iraq (2003), o la situación de inestabilidad que actualmente se vive en Siria, Libia, el propio Iraq, el recrudecimiento del conflicto palestino-israelí y los más de un millar de muertos que se contabilizan en los ataques israelíes contra la franja de Gaza en el verano de 2014, o el conflicto desatado en Ucrania]. Todas ellas constituyen meras muestras de un escenario mutable, imprevisible y de las que se derivan consecuencias de todo orden (migraciones forzadas, utilización de nuevas armas —p. e. drones o aviones no tripulados—, situaciones que afectan a la búsqueda de fuentes de energía alternativas, inestabilidad profunda en el área Mediterránea, irrupción de potencias emergentes que cuestionan el orden establecido en el sistema mundial, emergencia de nuevos actores de rasgos difusos que a su vez ponen en entredicho el rol jugado por las Organizaciones Internacionales —sean éstas mundiales o regionales—, etc.).

			En palabras de RODRÍGUEZ CARRIÓN, quien se refería al sistema existente durante la primera década del siglo XXI, que creemos plenamente extrapolable a la realidad actual, «un sistema hegemónico sería impensable, siendo más real y verificable la existencia de una pluralidad de centros de poder, diferenciándose por los ámbitos en los que este poder se ejerce (político, militar, económico, etc.)».

			Ello, unido a la aparición de líderes políticos mundiales cuya imprevisibilidad conforma una de las notas claves de su carácter, hace del escenario internacional actual una auténtica caja de sorpresas.

			En el actual mundo de inicios del siglo XXI existen diversos grupos de Estados, que podemos clasificar, de manera indiciaria, en los siguientes, como señalaba este mismo autor:

			«1) Estados que en uno o en un conjunto relevante de aspectos de la vida de relación internacional tienen capacidad para influenciar las relaciones internacionales en su conjunto, beneficiándose obviamente de su situación privilegiada y compartiendo con el conjunto de sus equiparables los valores y pautas predominantes. Éste es un grupo de Estados en el que, por supuesto, estarían los Estados Unidos, pero con similar presencia en algunos ámbitos Estados como Japón, Rusia o los países de la Unión Europea, unos por sí solos, otros como componentes de dicha Unión. Inclusive, dentro de esta categoría cabría señalar un subconjunto, que parece cobrar cada vez mayor protagonismo: los denominados BRICS (Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica) cuyo potencial se deja sentir cada vez con mayor fuerza en el entorno internacional. Ello, por supuesto, con enormes dosis de incertidumbre, especialmente en lo que concierne a Europa pues, en palabras de MALOUF, «en la actualidad, y en mayor medida que en tiempos pasados, se pregunta por su identidad, por sus fronteras, por sus futuras instituciones, por su lugar en el mundo, sin tener seguridad en las respuestas».

			»2) Otro grupo de Estados, la inmensa mayoría, lo compondrían los que, desistiendo de las posiciones de contestación o confrontación de las décadas de los sesenta, setenta y los ochenta del siglo pasado, han asumido las posiciones directivas de los anteriores y aceptan de buen grado que las pautas y valores establecidos por el primer grupo es la única forma posible de actuación internacional, aunque no se oculten las reservas mentales al respecto.

			»3) Un tercer grupo de Estados, a los que se caracteriza por un extremado integrismo en lo nacionalista, en lo político o en lo religioso, minoría señalada como culpable de las distorsiones existentes en el mundo, y que pueden ganarse calificaciones próximas a las del hooliganism o gamberrismo o ejes del mal (casos de Corea del Norte, Cuba, Venezuela, Irak, Irán, Libia, Siria, Sudán o Afganistán hasta hace poco) y que en la vida de relación internacional, con diversa fundamentación y distintos objetivos y medios, rechazan frontalmente las pautas de comportamiento generalmente establecidas.»

			El escenario se complica aún más con la irrupción de ciertas entidades estatales que pueden calificarse como auténticos «Estados fallidos» o en proceso de llegar a ello, bien a consecuencia de situaciones de desgobierno de las que se derivan otros problemas conexos (como ha ocurrido en el caso de Somalia y la piratería), bien a consecuencia de catástrofes naturales que prácticamente han destruido el frágil sistema estatal preexistente (como sucedió en Haití tras el terremoto de 2010 o el huracán de 2016), o cuando dichos entes se encuentran sumidos en conflictos inicialmente internos que amenazan con derivar en una situación de «colapso» de la región geográfica en la que se desenvuelven y pueden llegar a provocar múltiples derivaciones en regiones aledañas (situación de Siria, Mali, Iraq, Libia, Yemen, Sudán, entre otros).

			En este siglo asistimos además al auge y recuperación de ideas como el nacionalismo, que antaño parecía tener una significación muy clara, pero cuyos contornos aparecen cada vez más diluidos, dando lugar a fenómenos disgregadores (fragmentaciones e incluso desapariciones de entidades estatales preexistentes) y a su vez aglutinadores de los grupos que persiguen ese logro. De igual manera, el fenómeno religioso-cultural se configura como otro factor diferenciador que ha ocasionado y seguramente continuará haciéndolo, visiones contrapuestas respecto de determinadas crisis por parte de los «grandes» del sistema. Estas ideas, aunque atendiendo a una división de las diferentes civilizaciones que, en ocasiones, resulta controvertida y no exenta de críticas, fueron puestas de relieve por HUNTINGTON, considerando el choque de civilizaciones el factor dominante de la política mundial futura. Los acontecimientos producidos a fines de la primera década del siglo XXI (la denominada «primavera árabe» cuyas consecuencias aún no se vislumbran con claridad y las actuaciones en Libia a raíz de lo establecido en la Resolución 1973 del Consejo de Seguridad, a lo que se suma la «parálisis» de este órgano respecto a lo que acaece en Siria) nos ponen sobre la pista del carácter imprevisible que presenta el actual sistema internacional. Las migraciones masivas que desde hace unos años vive Europa conforman otro fenómeno de consecuencias imprevisibles —e inasumibles— que requieren de actuaciones coordinadas , que brillan por su ausencia, por parte de la Unión Europea y de los lugares de origen de esos miles de migrantes.

			Incluso se puede afirmar que ni siquiera la Organización mundial creada en 1945 es la sombra de los objetivos delineados en la Carta: en primer lugar, por su composición, que encuentra reflejo directo en una Asamblea General en la que sus actuales 193 Estados Miembros están representados y, en segundo término, por sus funciones. Valga como muestra el cúmulo de materias que se han considerado durante la última década cuestiones susceptibles de afectar a la paz y seguridad internacionales, permitiendo al Consejo de Seguridad, en consecuencia, tomar cartas en el asunto mediante resoluciones de muy diversa índole (de las que la creación de tribunales internacionales o el establecimiento de las denominadas smart sanctions son meros indicios). Algo se está moviendo en los cimientos del poder político en el escenario internacional, y ello tiene su reflejo ineludible también en las instituciones internacionales de las que los Estados forman parte. ¿Es posible que lo que no se logra enmendar jurídicamente se esté transformando de facto?

			
2. EL PODER ECONÓMICO A NIVEL MUNDIAL: LA GRAN DESAZÓN


			El poder económico está desigualmente repartido en el mundo, esto es un hecho empíricamente constatable: existe una tremenda brecha cada vez más profunda entre Estados ricos y pobres; la difusión mundial de este tipo de información por los medios de comunicación hace que la cuestión cada vez sea más cercana, y por ello, preocupante, en la medida en que también la pobreza está comenzando a aquejar a los Estados del primer mundo (llamando a su puerta mediante la creación de bolsas de pobreza entre su propia población nativa o proveniente de terceros países).Y no se trata de una cuestión novedosa fruto de la actual crisis económica mundial que comenzó a gestarse en 2008 y cuyas consecuencias aún perduran: sus causas son mucho más profundas.

			Si la lucha por el poder entre las dos superpotencias fue uno de los aspectos esenciales de la segunda mitad del siglo XX, a ello hemos de sumar la descolonización y las llamadas de atención acerca de las disfuncionalidades del sistema económico internacional; el panorama no resulta en absoluto alentador. La renombrada Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General de Naciones Unidas, de 4 de diciembre de 1960, proporcionó al movimiento descolonizador, que había comenzado ya a finales de la década de los cuarenta, su marco regulador. Por supuesto, la aparición de nuevos Estados y su ingreso en la ONU provocó una mutación en la composición del órgano plenario de la misma (la Asamblea General), al igual que en los temas que habrían de ser objeto de debate a partir de entonces.

			El subdesarrollo y la dificultad de luchar contra unas relaciones económicas que se perpetúan, la deuda externa como problema insoluble, unido al auge de la regionalización como fenómeno en alza, y al nexo entre cooperación al desarrollo y protección de derechos humanos en los Estados destinatarios de las ayudas, han sido aspectos clave de una brecha acrecentada con el paso del tiempo. Además, como factor que induce a mayor confusión, si cabe, debe mencionarse que los contornos de esa brecha en lo que concierne a la deuda externa se encuentran absolutamente desdibujados en la actualidad.

			La Conferencia de Bandung (18-24 de abril de 1955), de la que surgirían las bases del «no alineamiento», del «Nuevo Orden Económico Internacional» patrocinado en 1974 por el conjunto de países más desfavorecidos, junto con la adopción de los conocidos «Decenios de las Naciones Unidas para el Desarrollo» y la creación del PNUD y la UNCTAD, constituyeron los hitos iniciales de un proceso que aún está muy lejos de su conclusión. A ello habría de sumar los Objetivos de Desarrollo del Milenio y la posterior Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, donde la erradicación de la pobreza ocupa un lugar destacado, si bien ralentizado por la situación económica mundial y los dilemas a los que se enfrenta.

			En ese sentido, el panorama que se nos presenta en este siglo XXI, por lo que al Derecho Internacional del Desarrollo respecta, no resulta excesivamente alentador. Como GROS ESPIELL escribió hace ya algunos años, «sin voluntad política, sincera y profunda, de hacer de este derecho una verdad real, cambiando procedimientos y mecanismos, en lo interno y en lo internacional, el Derecho al Desarrollo permanecerá siendo una denominación jurídica, con consecuencias teóricas, pero sin gran incidencia en la realidad». Además, debe tenerse en cuenta que el compromiso respecto a este problema ha de ser asumido, no sólo por los Estados, sino de igual manera por las Organizaciones Internacionales.

			Conectando la desigual distribución del poder económico con el aumento de la población, REMIRO presenta el siguiente ejemplo gráfico: «La distribución de la riqueza del planeta se grafica como una gigantesca copa de champán sin base, en la que los pobres se amontonan en lo más estrecho del tallo, mientras los ricos chapotean en el recipiente burbujeante. A mediados del siglo XXI será la tasa de natalidad lo más descollante de las estadísticas del Sur, pues el mundo les deberá para entonces un noventa y cinco por ciento del aumento de la población planetaria.»

			Hace ya más de una década, en los albores del siglo XXI, se daban a conocer datos tan escalofriantes como los contenidos en el Informe sobre el Desarrollo Mundial 2000/2001. Lucha contra la pobreza, presentado por el Banco Mundial el 12 de septiembre de 2000. En él se señalaba que «nuestro mundo se caracteriza por una gran pobreza en medio de la abundancia. De un total de 6.000 millones de habitantes, 2.800 millones —casi la mitad— viven con menos de dos dólares diarios y 1.200 millones —una quinta parte— con menos de un dólar al día». Tras los fríos datos se esconde una progresión dramática, plasmada igualmente en el Informe mencionado: «El ingreso medio en los veinte países más ricos es treinta y siete veces mayor que el de los veinte más pobres y esta brecha se ha duplicado en los últimos cuarenta años.»

			La tensión Norte-Sur, tradicionalmente planteada atendiendo a esa dicotomía de dos polos geográficos contrapuestos, al igual que la tensión Este-Oeste, ha perdido en la actualidad esos contornos geográficos; todo se diluye, puesto que lo que se ha venido a llamar el círculo virtuoso de la riqueza, opuesto al vicioso de la pobreza, cada vez presenta un diámetro mayor, que se aleja progresivamente del segundo, además de unos contornos geográficos que, aunque en buena parte corresponde a Estados del Sur, no se identifica totalmente con éstos. El Informe sobre Desarrollo Humano de 2013 ponía el dedo en la llaga, incluso en su propio título: «El ascenso del Sur: progreso humano en un mundo diverso»; las instituciones internacionales deben adaptarse a estos cambios, al igual que la asunción de retos como el envejecimiento de la población en el Norte o la necesidad de adoptar medidas para luchar contra los efectos del cambio climático son hitos a tener muy en cuenta. Este informe alerta de que «la cantidad de personas con pobreza extrema podría incrementarse hasta 3.000 millones en 2050, a menos que se eviten desastres ambientales mediante una acción mundial coordinada». El Informe sobre Desarrollo Humano presentado en marzo de 2017 (que recoge los datos correspondientes a 2016) alertaba de que una de cada tres personas en el mundo vive en condiciones ínfimas de desarrollo humano; señalaba también que más de 250 millones de personas en el planeta sufrían discriminación por razones étnicas. A ello habría que sumar que en 100 Estados, las mujeres estaban excluidas de diversos trabajos por el mero hecho de ser mujeres.

			Esa acción mundial coordinada parece difícil de vislumbrar en la actualidad; en un mundo en el que los Estados más poderosos abogan por la celebración de reuniones y creación de foros ajenos a los cauces establecidos de manera institucionalizada (los conocidos G’s, foros informales cuya condición de miembros se adquiere por cooptación) esos necesarios cambios en el sistema se vislumbran lejanos. Un ejemplo paradigmático de ello lo constituye el G-20 (formado por los miembros del G-8 —Alemania, Canadá, EE.UU., Francia, Italia, Japón y la Federación de Rusia— más la UE y once de las llamadas economías, países o potencias emergentes —Arabia Saudita, Argentina, Australia, Brasil, China, Corea del Sur, India, Indonesia, México, Sudáfrica y Turquía). No es propiamente una Organización Internacional y por ello carece de los mecanismos de control que estos sujetos de Derecho Internacional, como veremos, ofrecen, así como de tratado constitutivo y de mecanismo institucional. Se trata de un ente abstracto pero que, sin embargo, puede manejar los hilos de la economía mundial en la sombra, al albur de lo que las grandes potencias económicas del sistema decidan.

			Los efectos de la crisis económica mundial, junto a los problemas vividos por la moneda única a consecuencia de los movimientos especulativos de capital y el excesivo endeudamiento de buena parte de los Estados de la Unión Europea (aunque no sólo de éstos), han hecho saltar las alarmas respecto a la necesidad de contener el gasto público (con especial incidencia en las medidas de carácter social). Por supuesto, ello no va a provocar que la brecha entre ricos y pobres disminuya, al menos a corto plazo, aunque tal vez contribuya a dotar de mayor estabilidad a los mercados, con el sinsentido de que los responsables de esta crisis van a ser quienes finalmente salgan fortalecidos de la misma, en detrimento de los desfavorecidos del sistema. Ideas como la del malestar que genera la globalización (J. STIGLITZ) o las expuestas por S. HESSEL (¡Indignaos!) ponen de relieve las insatisfacciones que el sistema económico internacional genera, inclusive en el interior de los Estados supuestamente favorecidos de esta desigual sociedad internacional. La contraposición entre globalización y adopción de medidas proteccionistas resurge en los últimos años sin que sus consecuencias sean fácilmente predecibles. Viejos dilemas del siglo XX vuelven a hacer su aparición en este siglo XXI, como ya vaticinaba TONY JUDT, afirmando que «aquellos que se regocijan ante el triunfo del mercado y la retirada del Estado, a quienes les gustaría que celebrásemos la iniciativa económica sin regulación alguna en el mundo «plano» de hoy, han olvidado lo que ocurrió la última vez que pasamos por ese camino. Les aguarda un duro sobresalto (aunque, si el pasado es fiable, probablemente a costa de otros). En cuanto a aquellos que sueñan con volver a escuchar la música marxista, remasterizada digitalmente (…), harían bien en preguntarse cuanto antes qué hay en los «sistemas» de pensamiento omnicomprensivos que conduce inexorablemente a «sistemas» de gobierno omnicomprensivos».

			Otro aspecto que incide sin duda alguna en ahondar la desigualdad lo constituye el progreso tecnológico, acrecentando la brecha entre quienes poseen o no acceso a estas ventajas. Ciertamente, cualquier avance tecnológico o científico lleva tras de sí consecuencias positivas y negativas, atendiendo a los múltiples usos que puedan realizarse del mismo. La tecnología ha hecho entrecruzarse diversos ámbitos que parecen independientes, como lo son el militar, el medioambiental, el mundo de las comunicaciones, la capacidad de explorar e incluso explotar espacios que anteriormente únicamente llegaban a nosotros a través de las novelas de ciencia ficción, sin dejar a un lado, obviamente, el auge que el bioderecho ha experimentado, tratando de salir al paso de los últimos avances científicos en materia genética. Cada uno de estos aspectos ha tenido, y continúa teniéndolas, hondas repercusiones en la sociedad internacional que hoy conocemos, así como en el Derecho Internacional que trata de regularla. Y ello, sin olvidar la utilización de las nuevas tecnologías en ámbitos vinculados a la criminalidad (siendo la ciber-delincuencia meramente un exponente de ello), a los flujos de datos (Big Data, Internet de las cosas), a la difusión de noticias falsas (fake news) o a la utilización de drones para los más diversos fines, por citar meramente algunos ejemplos.

			Internet, pese a sus numerosos aspectos positivos, conforma otro medio más tendente a aumentar las desigualdades, entre aquellos (ya sean individuos o Estados) que tienen acceso a esa información frente a los que les resulta imposible alcanzarla. De nuevo aparece aquí esa contradicción entre dos términos antitéticos que caracterizan a la actual sociedad internacional, como señaló DUPUY, quizá con desmesurado optimismo, al afirmar que «la mundialización produce dos efectos contradictorios: la globalización y la fragmentación; de aquí no se deriva el caos, sino la gestación de un orden a partir del desorden». La realidad actual no parece ser demasiado optimista en este sentido.

			Debemos, por ello, mantener una posición realista, pero con cierto idealismo que «sea capaz de motivar acciones positivas en ese mundo contingente de las relaciones internacionales del tiempo que nos ha tocado vivir», en palabras de JUSTE RUIZ Y CASTILLO DAUDÍ. Precisamente ese idealismo pudiera ser la llave que permita abrir la puerta a esos grandes temas olvidados durante finales del siglo XX que están reapareciendo y que tienden a perpetuarse como las más graves causas de fricción del nuevo siglo. No se trata de lanzar un mensaje apocalíptico, sino conciliador, que permita superar escollos que constituyen verdaderos lastres de un sistema generador de enormes desigualdades. Como señalaba RODRÍGUEZ CARRIÓN hace más de una década, pero con palabras que cobran plena actualidad: «Todo el sector del derecho al desarrollo y materias anexas, como la transferencia de tecnología o la participación en los beneficios del desarrollo, adolece de una falta de normatividad jurídica que empaña seriamente las posibilidades de una convivencia pacífica de los Estados para el siglo XXI Y atenaza a la comunidad internacional, obligándola a vivir en niveles de mera coexistencia. En esas materias es precisamente donde con mayor urgencia y relevancia se exige una transformación en las funciones del derecho internacional, y es en ellas donde más lento, si es que se producen, parecen los cambios en las funciones de este ordenamiento.»

			Ello contrasta, sin duda alguna, con el dinamismo que actualmente tiene la sociedad internacional, en contraposición con el Derecho que intenta regularla —el Derecho Internacional Público— aspecto éste sobre el que ya nos alertaba CASADO RAIGÓN, al señalar que «nunca el mundo había estado sometido a tantos, tan variados, tan repartidos y tan importantes cambios en tan poco tiempo. Estamos viviendo en un mundo imprevisible, en continua mutación, en incesante cambio, y, por tanto, en un mundo cargado de incertidumbres sobre su futuro y estabilidad».
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					1 Epígrafe original del manual Lecciones de Derecho Internacional Público, elaborado por el Dr. Alejandro J. RODRÍGUEZ CARRIÓN.

				

				
					2 Epígrafe elaborado por la Dra. M.ª Isabel TORRES CAZORLA.

				

				
					3 Carta de Naciones Unidas y Estatuto de la CIJ, de 24 de octubre de 1945 (BOE n.º 275, de 16 de noviembre de 1990, corrección de errores en BOE n.º 285, de 28 de noviembre).
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